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I 

(Actos legislativos) 

DIRECTIVAS 

DIRECTIVA (UE) 2017/1852 DEL CONSEJO 

de 10 de octubre de 2017 

relativa a los mecanismos de resolución de litigios fiscales en la Unión Europea 

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular su artículo 115, 

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Previa transmisión del proyecto de texto legislativo a los Parlamentos nacionales, 

Visto el dictamen del Parlamento Europeo (1), 

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo (2), 

De conformidad con un procedimiento legislativo especial, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  Las situaciones en que diferentes Estados miembros interpretan o aplican de modo diferente las disposiciones de 
los acuerdos y convenios fiscales bilaterales, o el Convenio relativo a la supresión de la doble imposición en caso 
de corrección de los beneficios de empresas asociadas (90/436/CEE) (3) («Convenio de Arbitraje de la Unión») 
pueden crear graves obstáculos fiscales para las empresas que operan a escala transfronteriza. Generan una carga 
fiscal excesiva a las empresas y pueden dar lugar a distorsiones e ineficiencias económicas e incidir negativamente 
en las inversiones transfronterizas y el crecimiento. 

(2)  Por esta razón, es necesario que existan mecanismos en la Unión que garanticen la resolución efectiva de los 
litigios relacionados con la interpretación y aplicación de tales tratados fiscales bilaterales y del Convenio de 
Arbitraje de la Unión, en particular los litigios que dan lugar a doble imposición. 

(3)  Los mecanismos existentes previstos en los tratados fiscales bilaterales y el Convenio de Arbitraje de la Unión 
podrían no permitir resolver de modo efectivo dichos litigios en todos los casos de manera oportuna. El ejercicio 
de seguimiento efectuado en el marco de la aplicación del Convenio de Arbitraje de la Unión ha puesto de 
manifiesto algunas deficiencias importantes, en particular en lo que se refiere al acceso al procedimiento y en lo 
que se refiere a la duración y la conclusión efectiva del procedimiento. 

(4)  Con el fin de crear un marco fiscal más justo, es preciso mejorar las normas sobre transparencia y reforzar las 
medidas contra la elusión fiscal. Al mismo tiempo, en aras de un sistema fiscal justo, es preciso velar por que los 
mecanismos de resolución de litigios sean integradores, eficaces y sostenibles. Es menester asimismo mejorar los 
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mecanismos de resolución de litigios para responder al riesgo de que aumente el número de litigios por doble 
o múltiple imposición en los que puedan estar en juego cuantías potencialmente elevadas como consecuencia de 
prácticas de auditoría más regulares y específicas establecidas por las administraciones tributarias. 

(5)  Es decisivo introducir un marco efectivo y eficiente para la resolución de litigios en el ámbito tributario que 
garantice la seguridad jurídica y un entorno empresarial propicio a las inversiones para lograr unos regímenes 
tributarios justos y eficaces en la Unión. Los mecanismos de resolución de litigios deben crear asimismo un 
marco armonizado y transparente para resolver los litigios, lo que redundaría en beneficio de todos los contribu
yentes. 

(6)  La resolución de litigios debe aplicarse a las diferentes formas de interpretar y aplicar los tratados fiscales 
bilaterales y el Convenio de Arbitraje de la Unión, en particular a las diferencias de interpretación y de aplicación 
que dan lugar a doble imposición. Esto debe alcanzarse mediante un procedimiento que se inicia con la 
presentación del caso a las autoridades tributarias de los Estados miembros afectados con miras a la resolución 
del litigio por procedimiento amistoso. Debe alentarse a los Estados miembros a que recurran a formas de 
resolución de litigios alternativas no vinculantes, como la mediación o la conciliación, durante las fases finales del 
período del procedimiento amistoso. De no llegarse a un acuerdo amistoso en un plazo determinado, el caso 
debe someterse a un procedimiento de resolución de litigios. Debe haber flexibilidad en la elección del método 
para la resolución de litigios, bien mediante estructuras ad hoc, bien mediante estructuras más permanentes. Los 
procedimientos de resolución de litigios podrían adoptar la forma de una comisión consultiva compuesta por 
representantes de las autoridades fiscales afectadas y de personalidades independientes o podrían tener la forma 
de una comisión de resolución alternativa de litigios (esta última aportaría flexibilidad en la elección de los 
métodos de resolución de litigios). Por otro lado, en su caso, los Estados miembros podrían elegir, por medio de 
un acuerdo bilateral, utilizar cualquier otro procedimiento de resolución de litigios, como el procedimiento de 
arbitraje de la «oferta definitiva» (también conocido como arbitraje de «la última mejor oferta»), para resolver el 
litigio de manera vinculante. Las autoridades tributarias deben tomar una decisión vinculante definitiva por 
referencia al dictamen de la comisión consultiva o de la comisión de resolución alternativa de litigios. 

(7)  La mejora del mecanismo de resolución de litigios debe basarse en los sistemas existentes en la Unión, incluido el 
Convenio de Arbitraje de la Unión. No obstante, el ámbito de aplicación de la presente Directiva ha de ser más 
amplio que el del Convenio de Arbitraje de la Unión, que se limita exclusivamente a los litigios en materia de 
precios de transferencia y a la atribución de beneficios a los establecimientos permanentes. La presente Directiva 
debe aplicarse a todos los contribuyentes sujetos al impuesto sobre la renta y el patrimonio cubierto por los 
tratados fiscales bilaterales y el Convenio de Arbitraje de la Unión. Al mismo tiempo, los individuos y las 
microempresas y pequeñas y medianas empresas deben tener una menor carga administrativa cuando acceden al 
procedimiento de resolución de litigios. Además, debe reforzarse la fase de resolución de litigios. En concreto, 
conviene delimitar la duración de los procedimientos de resolución de los litigios de doble imposición y 
establecer las condiciones del procedimiento de resolución de litigios para los contribuyentes. 

(8)  A fin de garantizar condiciones uniformes de ejecución de la presente Directiva, deben conferirse a la Comisión 
competencias de ejecución. Dichas competencias deben ejercerse de conformidad con el Reglamento (UE) 
n.o 182/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo (1). 

(9)  La presente Directiva respeta los derechos fundamentales y se atiene a los principios reconocidos, en particular, 
en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. En particular, tiene por objeto garantizar el 
pleno respeto del derecho a un juicio justo y la libertad de empresa. 

(10)  Dado que el objetivo de la presente Directiva, a saber, establecer un procedimiento eficaz y eficiente para resolver 
los litigios en el contexto del correcto funcionamiento del mercado interior, no puede ser alcanzado de manera 
suficiente por los Estados miembros, sino que, debido a la dimensión y efectos de la acción, puede lograrse mejor 
a escala de la Unión, esta puede adoptar medidas, de acuerdo con el principio de subsidiariedad establecido en el 
artículo 5 del Tratado de la Unión Europea. De conformidad con el principio de proporcionalidad establecido en 
el mismo artículo, la presente Directiva no excede de lo necesario para alcanzar dicho objetivo. 

(11)  La Comisión debe revisar la aplicación de la presente Directiva una vez transcurrido un período de cinco años y 
los Estados miembros deben asistirla facilitándole todas las contribuciones adecuadas a tal fin. 
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HA ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA: 

Artículo 1 

Objeto y ámbito de aplicación 

La presente Directiva establece normas relativas a un mecanismo de resolución de litigios entre los Estados miembros 
cuando dichos litigios surgen de la interpretación y aplicación de los acuerdos y convenios por los que se dispone la 
eliminación de la doble imposición de la renta y, en su caso, del patrimonio. Asimismo establece los derechos y las 
obligaciones de las personas afectadas cuando surjan tales litigios. A efectos de la presente Directiva, todo asunto que dé 
lugar a tales litigios se denomina «cuestión en litigio». 

Artículo 2 

Definiciones 

1. A efectos de la presente Directiva, se entenderá por:  

a) «autoridad competente»: la autoridad de un Estado miembro designada como tal por el Estado miembro de que se 
trate;  

b) «órgano jurisdiccional competente»: el tribunal o cualquier órgano jurisdiccional de un Estado miembro que haya 
sido designado como tal por el Estado miembro de que se trate;  

c) «doble imposición»: la imposición por dos o más Estados miembros de uno de los impuestos contemplados por un 
acuerdo o convenio a que se hace referencia en el artículo 1 con respecto a la misma renta o patrimonio imponibles 
cuando ello conlleve: i) una carga fiscal suplementaria, ii) un incremento de la deuda tributaria, o iii) la anulación 
o reducción de pérdidas que podrían utilizarse para compensar los beneficios imponibles;  

d) «persona afectada»: toda persona, inclusive un individuo, que sea residente a efectos fiscales en un Estado miembro y 
cuya tributación se vea afectada directamente por una cuestión en litigio. 

2. Todo término no definido en la presente Directiva, salvo que el contexto exija otro significado, tendrá el sentido 
que tenga en ese momento de conformidad con el acuerdo o convenio correspondiente a que se hace referencia en el 
artículo 1 que se aplique en la fecha de recepción de la primera notificación de la acción por la cual se produzca o se 
vaya a producir la cuestión en litigio. A falta de una definición en el marco de dicho acuerdo o convenio, un término no 
definido tendrá el significado que tenga en ese momento conforme a la legislación del Estado miembro de que se trate 
a los efectos de los impuestos a los que se aplica dicho acuerdo o convenio, y cualquier significado conforme a la 
legislación fiscal de dicho Estado miembro que le sea aplicable prevalecerá sobre el significado que se dé al término en 
virtud de otras leyes de ese mismo Estado miembro. 

Artículo 3 

Reclamaciones 

1. Cualquier persona afectada tendrá derecho a presentar una reclamación sobre una cuestión en litigio a cada una de 
las autoridades competentes de cada uno de los Estados miembros afectados en la que solicite la resolución de la misma. 
La reclamación se presentará en el plazo de tres años a partir de la recepción de la primera notificación de la acción que 
produzca o que vaya a producir una cuestión en litigio, independientemente de que dicha persona utilice o no a las vías 
de acción judicial disponibles en el Derecho nacional de alguno de los Estados miembros afectados. La persona afectada 
presentará simultáneamente la reclamación con la misma información a cada autoridad competente, e indicará en la 
reclamación cuáles son los otros Estados miembros afectados. La persona afectada se asegurará de que cada Estado 
miembro afectado reciba la reclamación en al menos una de las lenguas siguientes: 

a)  una de las lenguas oficiales de ese Estado de conformidad con lo dispuesto en la legislación nacional, o 

b)  cualquier otra lengua que dicho Estado miembro acepte a tal fin. 

2. Cada autoridad competente acusará recibo de la reclamación en el plazo de dos meses a partir de su recepción. 
Cada autoridad competente informará asimismo de la recepción de la reclamación a las autoridades competentes de los 
demás Estados miembros afectados en el plazo de dos meses a partir de dicha recepción. En dicho momento, las 
autoridades competentes se informarán asimismo entre ellas de la lengua o lenguas que se proponen utilizar en sus 
comunicaciones durante los procedimientos pertinentes. 
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3. La reclamación solo será aceptada si, en un primer momento, la persona afectada que presenta la reclamación 
facilita a las autoridades competentes de cada uno de los Estados miembros afectados la información siguiente: 

a)  nombre, dirección, número de identificación fiscal y demás datos necesarios para identificar a la persona o personas 
afectadas que hayan presentado la reclamación a las autoridades competentes, así como a cualquier otra persona 
afectada; 

b)  los períodos de liquidación de que se trate; 

c)  los pormenores de los hechos y circunstancias pertinentes del caso (incluidos los detalles de la estructura de la 
operación y de las relaciones entre la persona afectada y las demás partes en las operaciones correspondientes, así 
como todos los hechos determinados de buena fe en un acuerdo mutuo con carácter vinculante entre la persona 
afectada y la administración tributaria, cuando proceda) y, más específicamente, la naturaleza y la fecha de realización 
de las actuaciones origen de la cuestión en litigio (incluidos, si procede, los pormenores de la misma renta percibida 
en el otro Estado miembro y de la inclusión de dicha renta en la renta imponible en el otro Estado miembro, y los 
detalles del impuesto exigido o que se exigirá en relación con dicha renta en el otro Estado miembro), así como los 
correspondientes importes en las monedas de los Estados miembros afectados, con copia de todos los documentos 
justificativos; 

d)  referencias a las normas nacionales aplicables y a los acuerdos o convenios a que se hace referencia en el artículo 1; 
cuando sea aplicable más de un acuerdo o convenio, la persona afectada que presente la reclamación especificará el 
acuerdo o convenio que se esté interpretando en relación con la cuestión en litigio de que se trate. Dicho acuerdo 
o convenio será el acuerdo o convenio aplicable a efectos de la presente Directiva; 

e)  la información que figura a continuación, facilitada por la persona afectada que haya presentado la reclamación a las 
autoridades competentes, junto con copias de todos los documentos justificativos: 

i)  una explicación del motivo por el cual la persona afectada considera que existe una cuestión en litigio, 

ii)  los detalles de los recursos y litigios iniciados por la persona afectada en lo que se refiere a las operaciones 
pertinentes y de las resoluciones judiciales dictadas sobre la cuestión en litigio, 

iii)  el compromiso por parte de la persona afectada de responder lo más completa y rápidamente posible a todas las 
solicitudes formuladas por una autoridad competente y de facilitar cualquier documentación que soliciten las 
autoridades competentes, 

iv)  copia de la decisión de liquidación tributaria definitiva en forma de notificación de liquidación tributaria 
definitiva, del acta de inspección fiscal o de otro documento equivalente que recoja la presunta cuestión en litigio 
y una copia de cualesquiera otros documentos expedidos por las autoridades tributarias en lo que respecta a la 
cuestión en litigio, cuando proceda, 

v)  información sobre cualquier reclamación presentada por la persona afectada en el marco de otro procedimiento 
amistoso o procedimiento de resolución de litigios tal como se define en el artículo 16, apartado 5, y el 
compromiso expreso de la persona afectada de que cumplirá las disposiciones del artículo 16, apartado 5, si 
procede; 

f)  cualquier información adicional específica solicitada por las autoridades competentes que se considere necesaria para 
emprender la consideración del fondo del caso particular. 

4. Las autoridades competentes de cada uno de los Estados miembros afectados podrán solicitar la información 
mencionada en el apartado 3, letra f), en el plazo de tres meses a partir de la recepción de la reclamación. Se podrá 
solicitar información adicional durante el procedimiento amistoso previsto en el artículo 4 si las autoridades 
competentes lo consideran necesario. El Derecho nacional relativo a la protección de la información así como la 
protección del secreto comercial, empresarial, industrial o profesional o de los procedimientos comerciales será aplicable. 

Una persona afectada que reciba una solicitud de conformidad con el apartado 3, letra f), deberá dar una respuesta en 
un plazo de tres meses a partir de la recepción de dicha solicitud. Simultáneamente se enviará a las autoridades 
competentes de los demás Estados miembros afectados una copia de dicha respuesta. 

5. Las autoridades competentes de cada uno de los Estados miembros afectados adoptarán una decisión sobre la 
aceptación o la desestimación de la reclamación en el plazo de seis meses a partir de la recepción de la misma o seis 
meses a partir de la recepción de la información mencionada en el apartado 3, letra f), si esta es posterior. Las 
autoridades competentes informarán sin dilación de su decisión a la persona afectada y a las autoridades competentes de 
los demás Estados miembros. 

Una autoridad competente podrá decidir, en el plazo de seis meses a partir de la recepción de una reclamación, o de la 
recepción de la información mencionada en el apartado 3, letra f), si esta fecha es posterior, resolver la cuestión en 
litigio de forma unilateral, sin la participación de las autoridades competentes de los Estados miembros de que se trate. 
En tal caso, la autoridad competente pertinente lo notificará sin demora a la persona afectada y a las demás autoridades 
competentes de los Estados miembros afectados, tras lo cual concluirán los procedimientos contemplados en la presente 
Directiva. 
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6. Cuando una persona afectada desee retirar una reclamación, presentará simultáneamente a todas las autoridades 
competentes de los Estados miembros afectados, una notificación escrita de desistimiento. Dicha notificación pondrá fin 
con efecto inmediato a todos los procedimientos contemplados en la presente Directiva. Las autoridades competentes de 
los Estados miembros que reciban una notificación de desistimiento deberán informar de ello sin demora a las 
autoridades competentes de los demás Estados miembros afectados. 

Si, por cualquier razón, una cuestión en litigio dejase de existir, todos los procedimientos contemplados en la presente 
Directiva deberán terminar con efecto inmediato, y las autoridades competentes de los Estados miembros afectados 
informarán sin demora a la persona afectada de esta situación y de las razones generales de la misma. 

Artículo 4 

Procedimiento amistoso 

1. Cuando las autoridades competentes de los Estados miembros afectados decidan aceptar la reclamación, 
procurarán solucionar la cuestión en litigio de mutuo acuerdo, en el plazo de dos años a partir de la última notificación 
de una decisión de uno de los Estados miembros relativa a la aceptación de la reclamación. 

El plazo de dos años a que se refiere el párrafo primero podrá prorrogarse por un período de hasta un año a petición de 
una autoridad competente de un Estado miembro afectado a las demás autoridades competentes de los Estados 
miembros afectados, si la autoridad competente solicitante lo justifica por escrito. 

2. Una vez que las autoridades competentes de los Estados miembros hayan alcanzado un acuerdo sobre la manera 
de resolver la cuestión en litigio dentro del plazo a que se refiere el apartado 1, la autoridad competente de cada uno de 
los Estados miembros de que se trate notificará sin demora dicho acuerdo a la persona afectada, como decisión 
vinculante para la autoridad y ejecutable por la persona afectada, siempre que esta acepte la decisión y renuncie al 
derecho a utilizar otras vías de acción judicial, en su caso. En el caso en que los procedimientos relativos a estas otras 
vías de acción judicial ya se hubieran iniciado, la decisión únicamente pasará a ser vinculante y ejecutable una vez que la 
persona afectada aporte pruebas a las autoridades competentes de los Estados miembros afectados de que se han tomado 
medidas para poner fin a dichos procedimientos. Estas pruebas se presentarán a más tardar a los sesenta días de la fecha 
en que dicho acuerdo sea notificado a la persona afectada. La decisión se aplicará entonces sin demora, con indepen
dencia de cualquier plazo fijado por el Derecho interno de los Estados miembros de que se trate. 

3. Cuando las autoridades competentes de los Estados miembros afectados no hayan alcanzado un acuerdo sobre la 
manera de resolver la cuestión en litigio dentro del plazo establecido en el apartado 1, la autoridad competente de cada 
uno de los Estados miembros afectados informará al respecto a la persona afectada, indicando los motivos de la imposi
bilidad de alcanzar un acuerdo. 

Artículo 5 

Decisión de la autoridad competente sobre la reclamación 

1. La autoridad competente de un Estado miembro afectado podrá decidir desestimar la reclamación en el plazo 
establecido en el artículo 3, apartado 5, cuando: 

a)  la reclamación carezca de la información exigida con arreglo al artículo 3, apartado 3 [incluyendo cualquier 
información solicitada con arreglo al artículo 3, apartado 3, letra f), que no se haya presentado en el plazo 
especificado en el artículo 3, apartado 4]; 

b)  no haya cuestiones en litigio, o 

c)  la reclamación no ha sido presentada en el plazo de tres años previsto en el artículo 3, apartado 1. 

Al informar a la persona afectada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3, apartado 5, la autoridad competente 
facilitará los motivos generales de la desestimación. 

2. Cuando alguna de las autoridades competentes de los Estados miembros de que se trate no haya tomado una 
decisión sobre la reclamación en el plazo previsto en el artículo 3, apartado 5, se considerará que la acepta. 
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3. La persona afectada tendrá derecho a interponer recurso contra la decisión de las autoridades competentes de los 
Estados miembros de que se trate de conformidad con la normativa nacional cuando todas las autoridades competentes 
de los Estados miembros afectados hayan desestimado la reclamación. Una persona afectada que ejerza el derecho de 
recurso no podrá formular una solicitud con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra a): 

a)  cuando la decisión siga recurrida con arreglo a las disposiciones legales del Estado miembro de que se trate; 

b)  cuando la decisión denegatoria pueda seguir siendo recurrida con arreglo al procedimiento de recurso de los Estados 
miembros de que se trate, o 

c)  cuando una decisión denegatoria haya sido confirmada con arreglo al procedimiento de recurso de la letra a) pero no 
sea posible establecer excepciones a la resolución del tribunal correspondiente u otros órganos judiciales en 
cualquiera de los Estados miembros de que se trate. 

En caso de que se haya ejercido el derecho de recurso, la resolución del tribunal correspondiente o de otro órgano 
judicial se tendrá en cuenta a efectos de lo dispuesto en el artículo 6, apartado 1, letra a). 

Artículo 6 

Resolución de litigios por parte de la comisión consultiva 

1. A raíz de una solicitud presentada por la persona afectada a las autoridades competentes de los Estados miembros 
afectados, dichas autoridades constituirán una comisión consultiva (en lo sucesivo, «comisión consultiva») de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 cuando: 

a)  la reclamación presentada por la persona afectada fue desestimada con arreglo al artículo 5, apartado 1, por al 
menos una de las autoridades competentes de los Estados miembros afectados, pero no por todas, o 

b)  las autoridades competentes de los Estados miembros afectados hayan aceptado la reclamación presentada por la 
persona interesada, pero no hayan llegado a un acuerdo sobre la manera de resolver de mutuo acuerdo la cuestión en 
litigio en el plazo previsto en el artículo 4, apartado 1. 

La persona afectada solo podrá realizar dicha solicitud si, de conformidad con las normas nacionales aplicables contra 
una desestimación contempladas en el artículo 5, apartado 1, no pueda interponerse un recurso, no haya recurso 
pendiente o la persona afectada haya renunciado formalmente a su derecho de recurso. La solicitud incluirá una 
declaración a tal efecto. 

La persona afectada deberá presentar por escrito la solicitud de constituir una comisión consultiva a más tardar 
cincuenta días a partir de la fecha de recepción de la notificación en virtud del artículo 3, apartado 5 o del artículo 4, 
apartado 3, o cincuenta días a partir de la fecha de pronunciamiento de la resolución por el tribunal u órgano judicial 
correspondiente en virtud del artículo 5, apartado 3, según el caso. La comisión consultiva se constituirá a más tardar en 
el plazo de ciento veinte días a partir de la recepción de dicha solicitud, y una vez creada, su presidente deberá 
comunicarlo a la persona afectada sin demora. 

2. La comisión consultiva constituida en el caso a que se refiere el apartado 1, letra a), adoptará una decisión relativa 
a la aceptación de la reclamación en un plazo de seis meses a partir de la fecha de su constitución. Notificará su decisión 
a las autoridades competentes en un plazo de treinta días a partir de su adopción. 

Cuando la comisión consultiva confirme que se cumplen todos los requisitos establecidos en el artículo 3, se iniciará el 
procedimiento amistoso previsto en el artículo 4 a solicitud de cualquiera de las autoridades competentes. La autoridad 
competente afectada notificará dicha solicitud a la comisión consultiva, a las demás autoridades competentes afectadas y 
a la persona afectada. El plazo de dos años previsto en el artículo 4, apartado 1, se contará a partir de la fecha de la 
notificación de la decisión adoptada por la comisión consultiva sobre la aceptación de la reclamación. 

Si ninguna de las autoridades competentes solicita que se inicie el procedimiento amistoso en el plazo de sesenta días 
a partir de la fecha de la notificación de la decisión de la comisión consultiva, la comisión consultiva emitirá un 
dictamen sobre la manera de resolver la cuestión en litigio con arreglo al artículo 14, apartado 1. En ese caso, a efectos 
de la aplicación del artículo 14, apartado 1, se considerará que la comisión consultiva fue constituida en la fecha en que 
caducó el plazo de sesenta días mencionado. 

3. En el caso descrito en el apartado 1, párrafo primero, letra b), del presente artículo, la comisión consultiva emitirá 
un dictamen sobre la manera de resolver la cuestión en litigio de conformidad con el artículo 14, apartado 1. 
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Artículo 7 

Nombramientos por parte del órgano jurisdiccional competente o del organismo nacional de 
designación competente 

1. Si una comisión consultiva no estuviera constituida en el plazo previsto en el artículo 6, apartado 1, los Estados 
miembros dispondrán que la persona afectada de que se trate pueda solicitar a un tribunal competente o a cualquier 
otro organismo o persona designada en su Derecho nacional para que realice ese tipo de función (organismo nacional 
de designación) de constituir la comisión consultiva. 

Cuando la autoridad competente de un Estado miembro no haya designado a al menos una personalidad independiente 
y a su suplente, la persona afectada podrá solicitar al órgano jurisdiccional competente o al organismo nacional de 
designación competente de ese Estado miembro que nombre a una persona independiente y a su suplente a partir de la 
lista a que se refiere el artículo 9. 

Si las autoridades competentes de todos los Estados miembros afectados no lo hubieran hecho, la persona afectada 
podrá solicitar a los órganos jurisdiccionales competentes o al organismo nacional de designación competente de cada 
Estado miembro que nombren a las dos personalidades independientes a partir de la lista a que se refiere el artículo 9. 
Dichas personalidades independientes nombrarán al presidente por sorteo a partir de la lista de personas independientes 
de conformidad con el artículo 8, apartado 3. 

Las personas afectadas deberán presentar su solicitud relativa al nombramiento de las personalidades independientes y 
sus suplentes a cada uno de sus Estados miembros de residencia respectivos, si está implicada en el procedimiento más 
de una persona afectada, o a los Estados miembros cuyas autoridades competentes no hayan nombrado al menos a una 
personalidad independiente y a su suplente, si solo está implicada una persona afectada. 

2. El nombramiento de las personas independientes y sus suplentes con arreglo al apartado 1 del presente artículo 
solo se someterá a un órgano jurisdiccional competente o a un organismo nacional de designación de un Estado 
miembro una vez expirado el plazo de ciento veinte días contemplado en el artículo 6, apartado 1, y en el plazo de 
treinta días a partir del final de dicho período. 

3. El órgano jurisdiccional competente o el organismo nacional de designación adoptará una decisión en virtud del 
apartado 1, y la notificará al solicitante. El procedimiento aplicable para el nombramiento por el órgano jurisdiccional 
competente de las personas independientes cuando no las hayan nombrado los Estados miembros será el mismo que el 
aplicable en virtud de la normativa nacional en materia de arbitraje civil y mercantil, cuando sean los órganos jurisdic
cionales o los organismos nacionales de designación quienes nombren a los árbitros por no haber llegado las partes a un 
acuerdo al respecto. El órgano jurisdiccional competente o el organismo nacional de designación del Estado miembro 
informará a la autoridad competente de dicho Estado miembro, la cual a su vez informará sin demora a la autoridad 
competente de los demás Estados miembros afectados. La autoridad competente del Estado miembro que inicialmente 
haya omitido el nombramiento de la personalidad independiente y de su suplente tendrá derecho a recurrir la resolución 
del tribunal u organismo nacional de designación de dicho Estado miembro, siempre que la autoridad competente tenga 
derecho a ello en virtud de su Derecho nacional. En caso de denegación, el solicitante tendrá derecho a interponer 
recurso contra la decisión del órgano jurisdiccional de conformidad con las normas procesales nacionales. 

Artículo 8 

Comisión consultiva 

1. La comisión consultiva a que se refiere el artículo 6 tendrá la siguiente composición: 

a)  un presidente; 

b)  un representante de cada autoridad competente afectada. Cuando las autoridades competentes así lo acuerden, el 
número de representantes podrá aumentarse a dos representantes para cada autoridad competente; 

c)  una personalidad independiente que será designada por cada autoridad competente de los Estados miembros 
afectados a partir de la lista a que se refiere el artículo 9. Cuando las autoridades competentes así lo acuerden, el 
número de representantes podrá aumentarse a dos representantes para cada autoridad competente. 

2. Las normas para la designación de las personalidades independientes se acordarán entre las autoridades 
competentes de los Estados miembros de que se trate. Tras el nombramiento de las personalidades independientes, se 
nombrará a un suplente para cada una de ellas con arreglo a las normas de designación de las personas independientes, 
en caso de que estas últimas no puedan ejercer sus funciones. 
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3. Cuando las normas de designación de las personalidades independientes no se hayan acordado conforme a lo 
dispuesto en el apartado 2, la designación de dichas personas se realizará por sorteo. 

4. Excepto en caso de que las personalidades independientes hayan sido designadas por el órgano jurisdiccional 
competente o el organismo nacional de designación conforme al artículo 7, apartado 1, la autoridad competente de 
cualquiera de los Estados miembros afectados podrá oponerse al nombramiento de cualquier personalidad independiente 
por cualquier motivo previamente acordado entre las autoridades competentes afectadas o por cualquiera de los motivos 
siguientes: 

a)  cuando la persona pertenezca a una de las administraciones fiscales afectadas o trabaje en nombre de las mismas, 
o lo haya hecho en cualquier momento durante los tres años anteriores; 

b)  cuando la persona tenga o haya tenido una participación importante o un derecho de voto en la empresa de la 
persona afectada, o haya sido empleada o asesora, en cualquier momento de los últimos cinco años anteriores a la 
fecha de su designación, de cualquier persona afectada de que se trate; 

c)  cuando la persona no ofrezca garantías suficientes de objetividad para la resolución del litigio o los litigios sobre los 
que haya que pronunciarse; 

d)  cuando dicha persona sea empleada de una sociedad que preste asesoría en materia fiscal o facilite por otros medios 
asesoría fiscal con carácter profesional, o estuviera en esta situación en cualquier momento durante un período de al 
menos tres años con anterioridad a la fecha de su designación. 

5. Una autoridad competente de cualquiera de los Estados miembros afectados podrá exigir que una personalidad que 
haya sido designada en virtud del apartado 2 o 3, o su suplente, revele todo interés, relación o asunto que pueda afectar 
a su independencia o imparcialidad o que pueda crear razonablemente una impresión de parcialidad en el procedi
miento. 

Durante un período de doce meses a partir de la decisión de la comisión consultiva, una personalidad independiente que 
es parte de dicha comisión no debe encontrarse en una situación tal que pueda dar lugar a que una autoridad 
competente se oponga a su designación conforme a lo dispuesto en el presente apartado de encontrarse en dicha 
situación en el momento de la designación para esa misma comisión consultiva. 

6. Los representantes de las autoridades competentes y las personalidades independientes nombradas de conformidad 
con el apartado 1 del presente artículo elegirán a un presidente a partir de la lista de personas a que se refiere el 
artículo 9. Salvo acuerdo en contrario de los citados representantes de cada autoridad competente y personalidades 
independientes, el presidente será un juez. 

Artículo 9 

La lista de personalidades independientes 

1. En la lista de personalidades independientes figurarán todas las personas independientes designadas por los Estados 
miembros. A tal fin, cada Estado miembro designará al menos a tres personas que sean competentes, independientes y 
capaces de actuar con imparcialidad e integridad. 

2. Cada Estado miembro notificará a la Comisión los nombres de las personalidades independientes a las que haya 
designado. Asimismo, cada Estado miembro facilitará a la Comisión información completa y actualizada sobre sus 
antecedentes académicos y profesionales, competencias, conocimientos técnicos y conflictos de intereses. En la 
notificación, los Estados miembros podrán especificar cuál de las personas nominadas podrá ser nombrada presidente. 

3. Los Estados miembros informarán sin demora a la Comisión de cualquier cambio introducido en la lista de 
personas independientes. 

Cada uno de los Estados miembros establecerá su procedimiento para retirar de la lista de personalidades independientes 
a cualquier persona que haya nombrado, si dicha persona deja de ser independiente. 

Cuando, teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes del presente artículo, un Estado miembro tenga motivos 
suficientes para oponerse a que una personalidad independiente permanezca en la lista anteriormente mencionada por 
razones de falta de independencia, deberá informar de ello a la Comisión proporcionando las pruebas oportunas de sus 
motivos. La Comisión, a su vez, informará al Estado miembro que haya designado a dicha persona de la oposición y de 
las pruebas que la fundamenten. En virtud de dicha oposición y pruebas, el Estado miembro tomará en un plazo de seis 
meses las medidas necesarias para investigar la reclamación y decidir si mantener en la lista a dicha persona o suprimirla 
de la lista. El Estado miembro deberá informar de ello sin demora a la Comisión. 
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Artículo 10 

Comisión de resolución alternativa de litigios 

1. Las autoridades competentes de los Estados miembros afectados podrán convenir en la constitución de una 
comisión de resolución alternativa de litigios (en lo sucesivo, «comisión de resolución alternativa de litigios»), en lugar de 
una comisión consultiva, que deberá emitir un dictamen sobre la manera de resolver la cuestión en litigio de 
conformidad con el artículo 14. Las autoridades competentes de los Estados miembros podrán convenir asimismo en la 
creación de una comisión de resolución alternativa de litigios en forma de comité con carácter permanente (en lo 
sucesivo, «comité permanente»). 

2. Con excepción de las normas relativas a la independencia de sus miembros establecidas en el artículo 8, 
apartados 4 y 5, la comisión de resolución alternativa de litigios podrá diferir de la comisión consultiva en su 
composición y su forma. 

Una comisión de resolución alternativa de litigios podrá aplicar, cuando proceda, cualquier procedimiento o técnica de 
resolución de conflictos para resolver el litigio de manera vinculante. Como alternativa al tipo de procedimiento de 
resolución de litigios aplicado por la comisión consultiva de conformidad con el artículo 8, es decir, el procedimiento de 
dictamen independiente, las autoridades competentes de los Estados miembros afectados podrán acordar cualquier otro 
tipo de procedimiento de resolución de litigios, como el procedimiento de arbitraje de la «oferta definitiva» (también 
conocido como arbitraje de «la última mejor oferta»), de conformidad con el presente artículo, que será aplicado por la 
comisión de resolución alternativa de litigios. 

3. Las autoridades competentes de los Estados miembros afectados deberán acordar las normas de funcionamiento de 
conformidad con el artículo 11. 

4. Los artículos 12 y 13 se aplicarán a la comisión de resolución alternativa de litigios, salvo acuerdo en contrario 
convenido en las normas de funcionamiento a que se refiere el artículo 11. 

Artículo 11 

Normas de funcionamiento 

1. Los Estados miembros dispondrán que, en el plazo de ciento veinte días previsto en el artículo 6, apartado 1, la 
autoridad competente de los Estados miembros afectados notifique a la persona afectada lo siguiente: 

a)  las normas de funcionamiento de la comisión consultiva o de la comisión de resolución de litigios alternativa; 

b)  la fecha en que se adoptará el dictamen sobre la resolución de la cuestión en litigio; 

c)  las referencias a cualquier disposición jurídica aplicable en el Derecho nacional de los Estados miembros y a cualquier 
acuerdo o convenio aplicable. 

2. Las normas de funcionamiento serán firmadas entre las autoridades competentes de los Estados miembros 
implicados en el litigio. 

Las normas de funcionamiento incluirán, en particular: 

a)  la descripción y las características de la cuestión en litigio; 

b)  el mandato que las autoridades competentes de los Estados miembros acuerden en lo que respecta a las cuestiones 
legales y fácticas que deben resolverse; 

c)  la forma del organismo de resolución del litigio, que será bien una comisión consultiva o bien una comisión de 
resolución alternativa de litigios, así como el tipo de procedimiento para la resolución alternativa de litigios en caso 
de que este difiera del procedimiento de dictamen independiente aplicado por una comisión consultiva; 

d)  los plazos del procedimiento de resolución de litigios; 

e)  la composición de la comisión consultiva o de la comisión de resolución alternativa de litigios (incluido el número y 
los nombres de los miembros, los datos relativos a sus competencias y cualificaciones, así como la divulgación de los 
conflictos de intereses de los miembros); 

f)  las reglas que rigen la participación de la persona afectada y de terceros en el procedimiento, los canjes de notas, 
datos y pruebas, las costas, el tipo de procedimiento de resolución del litigio y cualesquiera otros aspectos procedi
mentales u organizativos; 

g)  los aspectos logísticos de los procedimientos de la comisión consultiva y de la emisión del dictamen de esta. 
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Si una comisión consultiva hubiera sido constituida para emitir un dictamen con arreglo al artículo 6, apartado 1, 
párrafo primero, letra a), en las normas de funcionamiento solo se recogerá la información a que se refiere el 
artículo 11, apartado 2, párrafo segundo, letras a), d), e) y f). 

3. La Comisión establecerá las normas estándar de funcionamiento con arreglo a las disposiciones del apartado 2, 
párrafo segundo, del presente artículo, mediante actos de ejecución. Dichas normas de funcionamiento estándar se 
aplicarán en caso de que no se notifiquen a la persona afectada las normas de funcionamiento o de que la notificación 
sea incompleta. Dichos actos de ejecución se adoptarán de conformidad con el procedimiento a que se refiere el 
artículo 20, apartado 2. 

4. Si las autoridades competentes no notifican las normas de funcionamiento a la persona afectada de conformidad 
con los apartados 1 y 2, las personalidades independientes y el presidente completarán las normas de funcionamiento 
con arreglo al formulario normalizado previsto en el apartado 3 y se lo enviarán a la persona afectada en el plazo de 
dos semanas a partir del establecimiento de la comisión consultiva o de la comisión de resolución de litigios alternativa. 
Cuando las personalidades independientes y el presidente discrepen sobre las normas de funcionamiento o no se las 
notifiquen a la persona afectada, esta podrá dirigirse al órgano jurisdiccional competente de uno de los Estados 
miembros implicados para obtener una orden para la aplicación de las normas de funcionamiento. 

Artículo 12 

Costes del procedimiento 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2, y a menos que las autoridades competentes de los Estados 
miembros afectados hayan acordado otra cosa, se repartirán a partes iguales entre los Estados miembros los siguientes 
costes: 

a)  los gastos de las personalidades independientes, cuyo importe equivale a la media del importe habitual reembolsado 
para los altos funcionarios de los Estados miembros de que se trate, y 

b)  los honorarios de las personas independientes, cuando proceda, que deberán limitarse a 1 000 EUR por persona por 
cada día de reunión de la comisión consultiva o de la comisión de resolución alternativa de litigios. 

Los costes soportados por la persona afectada no correrán a cargo de los Estados miembros. 

2. Cuando la persona afectada realice: 

a)  una notificación de retirada de reclamación con arreglo al artículo 3, apartado 6, o 

b)  una solicitud conforme a lo dispuesto en el artículo 6, apartado 1, como consecuencia de una denegación realizada 
con arreglo al artículo 5, apartado 1, y la comisión consultiva decida que las autoridades competentes de que se trate 
rechazaron correctamente la reclamación, 

y cuando las autoridades competentes de los Estados miembros afectados así lo acuerden, todos los costes contemplados 
en el apartado 1, letras a) y b), correrán a cargo de la persona afectada. 

Artículo 13 

Información, pruebas y comparecencias 

1. A efectos del procedimiento contemplado en el artículo 6, cuando así lo aprueben las autoridades competentes de 
los Estados miembros de que se trate, la persona o personas afectadas podrán facilitar a la comisión consultiva o a la 
comisión de resolución alternativa de litigios cualesquiera información, pruebas o documentos que puedan ser 
pertinentes para la decisión. La persona o personas afectadas y las autoridades competentes de los Estados miembros 
afectados facilitarán cualesquiera información, pruebas o documentos a petición de la comisión consultiva o de la 
comisión de resolución alternativa de litigios. Sin embargo, dichas autoridades competentes podrán negarse a facilitar 
información a la comisión consultiva en cualquiera de los casos siguientes: 

a)  cuando la obtención de la información requiera la realización de medidas administrativas que sean contrarias al 
Derecho nacional; 

b)  cuando no pueda obtenerse información en virtud del Derecho nacional del Estado miembro de que se trate; 

c)  cuando la información ataña a secretos comerciales, empresariales, industriales o profesionales o a procedimientos 
comerciales; 

d)  cuando la divulgación de información sea contraria al orden público. 
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2. Las personas afectadas podrán, previa solicitud y con el consentimiento de las autoridades competentes de los 
Estados miembros afectados, comparecer o hacerse representar ante la comisión consultiva o la comisión de resolución 
alternativa de litigios. Las personas afectadas deberán comparecer o hacerse representar ante la comisión consultiva o la 
comisión de resolución alternativa de litigios, si estas así lo solicitasen. 

3. En su calidad de miembros de la comisión consultiva o de la comisión de resolución alternativa de litigios, las 
personalidades independientes o cualquier otro miembro estarán sujetos a la obligación de secreto profesional en las 
condiciones establecidas por la legislación nacional de cada uno de los Estados miembros afectados en relación con la 
información que obtengan durante los procedimientos de la comisión consultiva o de la comisión de resolución 
alternativa de litigios. Las personas afectadas, y cuando proceda sus representantes, se comprometerán a tratar como 
secreta toda información (incluido el conocimiento de documentos) que obtengan durante dichos procedimientos. Las 
personas afectadas y sus representantes realizarán una declaración a tal efecto a las autoridades competentes de los 
Estados miembros afectados cuando así se les solicite durante dichos procedimientos. Los Estados miembros adoptarán 
las sanciones adecuadas para cualquier infracción de la obligación de secreto. 

Artículo 14 

Dictamen de la comisión consultiva o de la comisión de resolución alternativa de litigios 

1. Una comisión consultiva o comisión de resolución alternativa de litigios emitirá, a más tardar seis meses después 
de la fecha de su creación, un dictamen dirigido a las autoridades competentes de los Estados miembros afectados. 
Cuando la comisión consultiva o la comisión de resolución alternativa de litigios consideren que la cuestión en litigio es 
de tal índole que necesitarán más de seis meses para emitir un dictamen, dicho período podrá ampliarse en tres meses. 
La comisión consultiva o la comisión de resolución alternativa de litigios informarán de dicha prórroga a las autoridades 
competentes de los Estados miembros afectados y a las personas afectadas. 

2. La comisión consultiva o la comisión de resolución alternativa de litigios basarán su dictamen en las disposiciones 
del acuerdo o convenio aplicable a que se refiere el artículo 1 así como en las normas nacionales aplicables. 

3. La comisión consultiva o la comisión de resolución alternativa de litigios adoptarán su dictamen por mayoría 
simple de sus miembros. Si no se lograra la mayoría, el voto del presidente será determinante para la adopción del 
dictamen definitivo. El presidente transmitirá el dictamen de la comisión consultiva o de la comisión de resolución 
alternativa de litigios a las autoridades competentes. 

Artículo 15 

Decisión definitiva 

1. Las autoridades competentes se pondrán de acuerdo sobre la forma de resolver la cuestión en litigio en el plazo de 
seis meses a partir de la notificación del dictamen de la comisión consultiva o de la comisión de resolución alternativa 
de litigios. 

2. Las autoridades competentes podrán adoptar una decisión que se aparte del dictamen de la comisión consultiva 
o de la comisión de resolución alternativa de litigios. No obstante, en caso de que no alcancen un acuerdo sobre la 
forma de resolver la cuestión en litigio, quedarán vinculadas por dicho dictamen. 

3. Los Estados miembros dispondrán que la decisión definitiva sobre la resolución del litigio sea notificada sin 
demora por cada autoridad competente a la persona afectada. De no haberse notificado dicha decisión en el plazo de 
treinta días, la persona afectada podrá presentar recurso en su Estado miembro de residencia de conformidad con la 
normativa nacional aplicable con objeto de obtener una decisión definitiva. 

4. La decisión definitiva será vinculante para los Estados miembros afectados y no sentará precedente. La decisión 
definitiva se aplicará siempre que la persona o personas afectadas acepten dicha decisión y renuncien al derecho 
a utilizar las vías de acción judicial nacionales en el plazo de sesenta días a partir de la fecha en la que se haya notificado 
la decisión definitiva, de ser el caso. 

Salvo cuando el órgano jurisdiccional pertinente u otra instancia judicial de un Estado miembro afectado decida que ha 
existido falta de independencia en virtud de sus normas nacionales aplicables sobre las vías de acción judicial y 
conforme a los criterios previstos en el artículo 8, la decisión definitiva se aplicará con arreglo al Derecho interno de los 
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Estados miembros afectados, que, como consecuencia de la decisión definitiva, deberán modificar su imposición inicial, 
sean cuales fueren los plazos previstos en el Derecho nacional. Cuando no se haya aplicado la decisión definitiva, la 
persona afectada podrá dirigirse al órgano jurisdiccional competente del Estado miembro que no la haya aplicado con 
objeto de hacer cumplir su aplicación. 

Artículo 16 

Interacción con los procedimientos nacionales y excepciones 

1. El hecho de que una acción que origine una cuestión en litigio realizada por un Estado miembro adquiera carácter 
definitivo con arreglo al Derecho nacional no será óbice para que las personas afectadas puedan recurrir a los procedi
mientos contemplados en la presente Directiva. 

2. El sometimiento del litigio al procedimiento amistoso o al procedimiento de resolución de litigios con arreglo a los 
artículos 4 y 6, respectivamente, no será óbice para que un Estado miembro pueda emprender o proseguir acciones 
judiciales o procedimientos encaminados a la aplicación de sanciones administrativas y penales en relación con los 
mismos hechos. 

3. Las personas afectadas podrán recurrir a las vías de acción judicial a su alcance con arreglo al Derecho interno de 
los Estados miembros afectados. No obstante, cuando la persona afectada haya iniciado procedimientos para acometer 
dichas vías de acción judicial, los plazos a que se refieren el artículo 3, apartado 5, y el artículo 4, apartado 1, respecti
vamente, comenzarán a partir de la fecha en que una sentencia dictada en dichos procedimientos haya pasado a ser 
definitiva o en que dichos procedimientos hayan concluido definitivamente por otro motivo o se hayan suspendido. 

4. Cuando, de conformidad con su Derecho nacional, un Estado miembro no pueda establecer excepciones a las 
resoluciones de su órgano jurisdiccional pertinente o de otra instancia judicial, podrá disponer que, cuando una decisión 
sobre una cuestión en litigio haya sido dictada por el órgano jurisdiccional pertinente u otra instancia judicial de ese 
Estado miembro, 

a)  antes de que las autoridades competentes de los Estados miembros afectados hayan alcanzado un acuerdo con arreglo 
al procedimiento amistoso previsto en el artículo 4 sobre esa misma cuestión en litigio, la autoridad competente de 
dicho Estado miembro notifique a las demás autoridades competentes de los Estados miembros afectados la 
resolución del órgano jurisdiccional pertinente o de otra instancia judicial y se ponga fin a dicho procedimiento 
a partir de la fecha de dicha notificación; 

b)  antes de que la persona afectada presente una solicitud con arreglo al artículo 6, apartado 1, las disposiciones del 
artículo 6, apartado 1, no se apliquen si la cuestión en litigio ha quedado sin resolver durante la totalidad del procedi
miento amistoso previsto en el artículo 4, en cuyo caso la autoridad competente de dicho Estado miembro informará 
a las demás autoridades competentes de los Estados miembros afectados del efecto de dicha resolución del órgano 
jurisdiccional pertinente o de otra instancia judicial; 

c)  se pondrá fin al procedimiento de resolución de litigios contemplado en el artículo 6 si dicha resolución fue dictada 
en cualquier momento después de que una persona afectada presentara una solicitud con arreglo al artículo 6, 
apartado 1, y antes de que la comisión consultiva o la comisión de resolución alternativa de litigios hubiera emitido 
su dictamen dirigido a las autoridades competentes del Estado miembro afectado de conformidad con el artículo 14. 
La autoridad competente de dicho Estado miembro informará a las demás autoridades competentes de los Estados 
miembros afectados y a la comisión consultiva o a la comisión de resolución alternativa de litigios del efecto de dicha 
resolución del órgano jurisdiccional pertinente o de otra instancia judicial. 

5. La presentación de una reclamación tal como dispone el artículo 3 pondrá término a cualquier otro procedimiento 
amistoso o procedimiento de resolución de litigios en curso con arreglo a un acuerdo o convenio que se esté 
interpretando o aplicando en relación con la cuestión en litigio pertinente. Ese otro procedimiento amistoso o procedi
miento de resolución de litigios en curso relativo a la cuestión en litigio pertinente concluirá con efecto a partir de la 
fecha de la primera recepción de la reclamación por cualquiera de las autoridades competentes de los Estados miembros 
afectados. 

6. No obstante lo dispuesto en el artículo 6, un Estado miembro afectado podrá denegar el acceso al procedimiento 
de resolución de litigios contemplado en dicho artículo si en ese Estado miembro se han impuesto sanciones en relación 
con ingresos o patrimonio ajustados por fraude fiscal, impago deliberado o negligencia grave. Cuando se hayan iniciado 
procedimientos judiciales o administrativos que pudieran dar lugar a dichas sanciones y tales procedimientos se estén 
llevando a cabo simultáneamente a cualesquiera de los procedimientos a que se refiere la presente Directiva, una 
autoridad competente podrá suspender los procedimientos contemplados en la presente Directiva desde la fecha de 
aceptación de la reclamación hasta la fecha del resultado final de dichos procedimientos. 

7. Un Estado miembro podrá denegar el acceso al procedimiento de resolución de litigios previsto en el artículo 6, 
caso por caso, cuando una cuestión en litigio no conlleve doble imposición. En tal caso, la autoridad competente de 
dicho Estado miembro informará sin demora a la persona afectada y a las autoridades competentes de los otros Estados 
miembros afectados. 
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Artículo 17 

Disposiciones especiales para particulares y empresas de menor tamaño 

Cuando la persona afectada: 

a)  sea un particular, o 

b)  no sea una empresa grande y no forme parte de un grupo grande (ambos según la definición de la Directiva 
2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo (1)), 

la persona afectada podrá presentar las reclamaciones, las respuestas a una solicitud de información adicional, las 
retiradas o las solicitudes previstas, respectivamente, en el artículo 3, apartado 1, en el artículo 3, apartado 4, en el 
artículo 3, apartado 6 y en el artículo 6, apartado 1 (en lo sucesivo, «comunicaciones»), no obstante lo dispuesto en 
dichas disposiciones, únicamente a la autoridad competente del Estado miembro en que sea residente la persona 
afectada. La autoridad competente de dicho Estado miembro enviará una notificación a las autoridades competentes de 
todos los demás Estados miembros afectados al mismo tiempo y en un plazo de dos meses a partir de la recepción de 
dichas comunicaciones. Una vez que se haya procedido a la notificación, se considerará que la persona afectada ha 
presentado una comunicación a todos los Estados miembros afectados en la fecha de dicha notificación. 

La autoridad competente del Estado miembro que haya recibido la información adicional a que se refiere el artículo 3, 
apartado 4, remitirá una copia a las autoridades competentes de todos los demás Estados miembros afectados al mismo 
tiempo. Una vez que se haya remitido esta información, se considerará que la información adicional ha sido recibida por 
todos los Estados miembros afectados en la fecha de esa recepción de la información. 

Artículo 18 

Publicidad 

1. La comisión consultiva y la comisión de resolución alternativa de litigios emitirán sus dictámenes por escrito. 

2. Las autoridades competentes podrán convenir en publicar íntegramente las decisiones definitivas a que hace 
referencia el artículo 15 previo consentimiento de cada una de las personas afectadas de que se trate. 

3. Cuando las autoridades competentes o la persona afectada de que se trate no hubieran dado su consentimiento a la 
publicación íntegra de la decisión definitiva, las autoridades competentes publicarán un resumen de la misma. Ese 
resumen contendrá una descripción del problema expuesto y del objeto, la fecha y los períodos de liquidación, la base 
jurídica, el sector, y un breve sumario del resultado final. El resumen incluirá asimismo una descripción del método de 
arbitraje utilizado. 

Las autoridades competentes remitirán a la persona afectada la información que haya de hacerse pública con arreglo al 
párrafo primero antes de su publicación. A más tardar en el plazo de sesenta días a partir de la recepción de tal 
información, la persona afectada podrá solicitar a las autoridades competentes que no publiquen ninguna información 
que ataña a secretos comerciales, empresariales, industriales o profesionales o a procedimientos comerciales, o que sea 
contraria al orden público. 

4. La Comisión establecerá formularios normalizados para la comunicación de la información a que se refieren los 
apartados 2 y 3 del presente artículo mediante actos de ejecución. Dichos actos de ejecución se adoptarán de 
conformidad con el procedimiento a que se refiere el artículo 20, apartado 2. 

5. Las autoridades competentes notificarán sin demora a la Comisión la información que haya de publicarse de 
conformidad con el apartado 3. 

Artículo 19 

Papel de la Comisión y apoyo administrativo 

1. La Comisión pondrá a disposición en línea y mantendrá actualizada la lista de las autoridades competentes y de las 
personalidades independientes a que se refiere el artículo 8, apartado 4. Dicha lista incluirá únicamente los nombres de 
esas personas. 

2. Los Estados miembros informarán a la Comisión de las medidas adoptadas con el fin de sancionar cualquier 
infracción de la obligación de secreto prevista en el artículo 13. La Comisión informará de ello a los demás Estados 
miembros. 

3. La Comisión mantendrá un repertorio central en el que se archivará y se podrá consultar en línea la información 
publicada de conformidad con el artículo 18, apartados 2 y 3. 
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Artículo 20 

Procedimiento de comité 

1. La Comisión estará asistida por el Comité de resolución de litigios. Dicho Comité será un comité en el sentido del 
Reglamento (UE) n.o 182/2011. 

2. En los casos en que se haga referencia al presente apartado, se aplicará el artículo 5 del Reglamento (UE) 
n.o 182/2011. 

Artículo 21 

Revisión 

A más tardar el 30 de junio de 2024, la Comisión evaluará la aplicación de la presente Directiva y presentará un 
informe al Consejo. Dicho informe irá acompañado, si procede, de una propuesta legislativa. 

Artículo 22 

Transposición 

1. Los Estados miembros pondrán en vigor, a más tardar el 30 de junio de 2019, las disposiciones legales, reglamen
tarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva. Comunicarán 
inmediatamente a la Comisión el texto de dichas disposiciones. 

Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones, estas harán referencia a la presente Directiva o irán 
acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los Estados miembros establecerán las modalidades de la 
mencionada referencia. 

2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de las principales disposiciones de Derecho interno que 
adopten en el ámbito regulado por la presente Directiva. 

Artículo 23 

Entrada en vigor 

La presente Directiva entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

Será aplicable a toda reclamación presentada a partir del 1 de julio de 2019 en adelante respecto de las cuestiones en 
litigio referentes a rentas o patrimonio obtenidos en un ejercicio fiscal que se haya iniciado el 1 de enero de 2018 o con 
posterioridad a esa fecha. No obstante, las autoridades competentes de los Estados miembros afectados podrán acordar 
aplicar la presente Directiva a toda reclamación que se haya presentado con anterioridad a dicha fecha o a ejercicios 
fiscales anteriores. 

Artículo 24 

Destinatarios 

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros. 

Hecho en Luxemburgo, el 10 de octubre de 2017. 

Por el Consejo 

El Presidente 
T. TÕNISTE  
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II 

(Actos no legislativos) 

DECISIONES 

DECISIÓN DE EJECUCIÓN (UE) 2017/1853 DEL CONSEJO 

de 10 de octubre de 2017 

que modifica la Decisión de Ejecución 2011/335/UE por la que se autoriza a la República de 
Lituania a aplicar una medida de excepción a lo dispuesto en el artículo 287 de la 

Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido 

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Vista la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre 
el valor añadido (1), y en particular su artículo 395, 

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  Mediante carta registrada en la Comisión el 26 de abril de 2017, Lituania solicitó autorización para aplicar una 
medida de excepción a lo dispuesto en el artículo 287, punto 11, de la Directiva 2006/112/CE, a fin de seguir 
eximiendo a determinados sujetos pasivos cuyo volumen anual de negocios no rebase los 45 000 EUR. En virtud 
de esa medida, dichos sujetos pasivos seguirían estando parcial o totalmente exentos de las obligaciones relativas 
al impuesto sobre el valor añadido (IVA) que se recogen en los capítulos 2 a 6 del título XI de la 
Directiva 2006/112/CE. 

(2)  Mediante cartas de 8 y 10 de mayo de 2017, la Comisión informó a los demás Estados miembros de la solicitud 
presentada por Lituania. Por carta de 11 de mayo de 2017, la Comisión notificó a Lituania que disponía de toda 
la información necesaria para examinar su solicitud. 

(3)  Los Estados miembros ya cuentan con un régimen especial aplicable a las pequeñas empresas al amparo del 
título XII de la Directiva 2006/112/CE. La medida prorrogada solo constituye una excepción a lo dispuesto en 
dicho título si el límite de volumen de negocios anual previsto para que un sujeto pasivo pueda acogerse al 
régimen especial es superior al autorizado actualmente en relación con Lituania de conformidad con el 
artículo 287, punto 11, de la Directiva 2006/112/CE, que asciende a 29 000 EUR. 

(4)  Mediante la Decisión de Ejecución 2011/335/UE del Consejo (2), Lituania quedó autorizada, como medida de 
excepción, a dejar exentos, hasta el 31 de diciembre de 2014, a los sujetos pasivos cuyo volumen anual de 
negocios no fuera superior a 45 000 EUR. Mediante la Decisión de Ejecución 2014/795/UE del Consejo (3), la 
medida de excepción fue prorrogada hasta el 31 de diciembre de 2017. 

(5)  Habida cuenta de que gracias al límite fijado las empresas más pequeñas han logrado una reducción de sus 
obligaciones en materia de IVA y, por consiguiente, de los costes administrativos, procede autorizar a Lituania 
a seguir aplicando la medida por un nuevo período limitado, que finalizará el 31 de diciembre de 2020. Los 
sujetos pasivos pueden seguir optando por el régimen normal del IVA. 
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p. 44). 



(6)  Las disposiciones de los artículos 281 a 294 de la Directiva 2006/112/CE relativas al régimen especial aplicable 
a las pequeñas empresas están sujetas a revisión y es posible que antes del 31 de diciembre de 2020 entre en 
vigor una directiva que modifique dichas disposiciones de la Directiva 2006/112/CE. 

(7)  Según la información facilitada por Lituania, la prórroga de la excepción tendrá una incidencia insignificante 
sobre los ingresos tributarios totales recaudados en la fase de consumo final. 

(8)  La exención no tiene ninguna repercusión en los recursos propios de la Unión procedentes del IVA, dado que 
Lituania efectuará un cálculo de compensación de conformidad con el artículo 6 del Reglamento (CEE, Euratom) 
n.o 1553/89 del Consejo (1). 

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN: 

Artículo 1 

En el artículo 2, de la Decisión de Ejecución 2011/335/UE, el párrafo segundo se sustituye por el texto siguiente: 

«La presente Decisión será de aplicación desde el 1 de enero de 2012 hasta el 31 de diciembre de 2020, o hasta la 
entrada en vigor de una directiva que modifique las disposiciones de los artículos 281 a 294 de la 
Directiva 2006/112/CE, si esta fecha fuera anterior a aquella.». 

Artículo 2 

La presente Decisión surtirá efecto el día de su notificación. 

Será aplicable a partir del 1 de enero de 2018. 

Artículo 3 

El destinatario de la presente Decisión es la República de Lituania. 

Hecho en Luxemburgo, el 10 de octubre de 2017. 

Por el Consejo 

El Presidente 
T. TÕNISTE  
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DECISIÓN DE EJECUCIÓN (UE) 2017/1854 DEL CONSEJO 

de 10 de octubre de 2017 

por la que se modifica la Decisión de Ejecución 2014/797/UE por la que se autoriza a la República 
de Estonia a aplicar una medida de excepción a lo dispuesto en el artículo 26, apartado 1, letra a), y 
en los artículos 168 y 168 bis de la Directiva 2006/112/CE, relativa al sistema común del impuesto 

sobre el valor añadido 

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Vista la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre 
el valor añadido (1), y en particular su artículo 395, 

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  Los artículos 168 y 168 bis de la Directiva 2006/112/CE disponen que los sujetos pasivos tendrán derecho 
a deducir el impuesto sobre el valor añadido (IVA) que grava las entregas de bienes y las prestaciones de servicios 
que vayan a utilizar para las necesidades de sus operaciones gravadas. El artículo 26, apartado 1, letra a), de esa 
Directiva exige la declaración del IVA cuando los bienes de la empresa se utilizan para fines privados del sujeto 
pasivo o de su personal o, más en general, con fines distintos de los profesionales. 

(2)  La Decisión de Ejecución 2014/797/UE del Consejo (2) autorizaba a Estonia a restringir el derecho a deducir el 
IVA de la compra, el arrendamiento financiero, la adquisición intracomunitaria y la importación de determinados 
vehículos de turismo y de dispensar al sujeto pasivo de la obligación de declarar el IVA sobre el uso no 
profesional de los vehículos objeto de restricción. 

(3)  Mediante carta registrada por la Comisión el 18 de abril de 2017, Estonia solicitó autorización para continuar 
aplicando medidas especiales en relación con la compra, el arrendamiento financiero, la adquisición intracomu
nitaria y la importación de determinados vehículos de turismo, que constituyen una excepción a las disposiciones 
de la Directiva 2006/112/CE que regulan el derecho de los sujetos pasivos a deducir el IVA pagado en las adquisi
ciones de bienes y servicios, y a aquellas que obligan a declarar el impuesto correspondiente a los bienes de una 
empresa no utilizados con fines profesionales. 

(4)  De conformidad con el artículo 395, apartado 2, de la Directiva 2006/112/CE, la Comisión, mediante carta de 
14 de junio de 2017, informó a los demás Estados miembros de la solicitud presentada por Estonia. Mediante 
carta de 15 de junio de 2017, la Comisión notificó a Estonia que disponía de toda la información necesaria para 
examinar su solicitud. 

(5)  De conformidad con el artículo 6, apartado 2, de la Decisión de Ejecución 2014/797/UE, Estonia presentó a la 
Comisión, junto con la solicitud de prórroga, un informe sobre la aplicación de dicha Decisión de Ejecución, que 
incluía una revisión de la limitación porcentual aplicada al derecho a deducción. Basándose en la información 
actualmente disponible, Estonia sigue considerando justificable y adecuado un porcentaje del 50 %. 

(6)  La prórroga de dichas medidas de excepción debe tener carácter temporal, de modo que pueda evaluarse su 
eficacia y determinarse si el porcentaje resulta adecuado. Procede, por lo tanto, autorizar a Estonia a seguir 
aplicando la medida por un período de tiempo limitado, hasta el 31 de diciembre de 2020. 

(7)  Si Estonia considera necesario prorrogar la autorización más allá de 2020, debe remitir a la Comisión, el 
31 de marzo de 2020 a más tardar, un informe que incluya la revisión del porcentaje máximo aplicado, junto 
con la solicitud de prórroga. 

(8)  La excepción solo tendrá una incidencia insignificante sobre el importe global de los ingresos tributarios 
percibidos en la fase de consumo final y no tendrá repercusiones negativas sobre los recursos propios de la 
Unión procedentes del IVA. 

(9)  Procede, por tanto, modificar la Decisión de Ejecución 2014/797/UE en consecuencia. 

14.10.2017 L 265/17 Diario Oficial de la Unión Europea ES    

(1) DO L 347 de 11.12.2006, p. 1. 
(2) Decisión de Ejecución 2014/797/UE del Consejo, de 7 de noviembre de 2014, por la que se autoriza a Estonia a aplicar una medida de 

excepción a lo dispuesto en el artículo 26, apartado 1, letra a), y en los artículos 168 y 168 bis de la Directiva 2006/112/CE, relativa al 
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HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN: 

Artículo 1 

El artículo 6 de la Decisión de Ejecución 2014/797/UE se sustituye por el texto siguiente: 

«Artículo 6 

1. La presente Decisión surtirá efecto el día de su notificación. 

Expirará el 31 de diciembre de 2020. 

2. Cualquier solicitud de prórroga de la autorización establecida en la presente Decisión se transmitirá a la 
Comisión el 31 de marzo de 2020 a más tardar e irá acompañada de un informe que incluya la revisión del 
porcentaje establecido en el artículo 1.». 

Artículo 2 

La presente Decisión surtirá efecto el día de su notificación. 

Será aplicable a partir del 1 de enero de 2018. 

Artículo 3 

El destinatario de la presente Decisión es la República de Estonia. 

Hecho en Luxemburgo, el 10 de octubre de 2017. 

Por el Consejo 

El Presidente 
T. TÕNISTE  
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DECISIÓN DE EJECUCIÓN (UE) 2017/1855 DEL CONSEJO 

de 10 de octubre de 2017 

por la que se autoriza a Rumanía a aplicar una medida especial de excepción a lo dispuesto en el 
artículo 287 de la Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del impuesto sobre el valor 

añadido 

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Vista la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre 
el valor añadido (1), y en particular su artículo 395, 

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  En virtud del artículo 287, punto 18, de la Directiva 2006/112/CE, Rumanía puede eximir del impuesto sobre el 
valor añadido (IVA) a los sujetos pasivos cuyo volumen de negocios anual no sea superior al contravalor de 
35 000 EUR en moneda nacional, al tipo de conversión vigente el día de su adhesión. 

(2)  En virtud de la Decisión de Ejecución 2012/181/UE del Consejo (2) se autorizó a Rumanía a aplicar un límite 
máximo más alto y a eximir del IVA a los sujetos pasivos cuyo volumen de negocios anual no excediese de 
65 000 EUR. Esta medida fue prorrogada en virtud de la Decisión de Ejecución 2014/931/UE del Consejo (3), 
que expira el 31 de diciembre de 2017. 

(3)  Mediante carta registrada en la Comisión el 26 de abril de 2017, Rumanía solicitó autorización para seguir 
aplicando un régimen de excepción a lo dispuesto en el artículo 287, punto 18, de la Directiva 2006/112/CE y, 
al mismo tiempo, aumentar el límite máximo de exención hasta el contravalor de 88 500 EUR en moneda 
nacional. 

(4) Un límite superior para el régimen especial aplicable a las pequeñas empresas constituye una medida de simplifi
cación, ya que puede reducir significativamente las obligaciones en materia de IVA de estas empresas. 

(5)  De conformidad con el artículo 395, apartado 2, de la Directiva 2006/112/CE, la Comisión informó a los demás 
Estados miembros mediante carta de 9 de junio de 2017 de la solicitud presentada por Rumanía. La Comisión 
notificó a Rumanía, por carta de 12 de junio de 2017, que disponía de toda la información necesaria para 
examinar su solicitud. 

(6)  Rumania confía en que la medida reduzca las obligaciones en materia de IVA de algunas pequeñas empresas. 
También deberá reducir la carga que pesa sobre las autoridades fiscales, al eliminar la necesidad de supervisar la 
recaudación de un pequeño volumen de ingresos en un mayor número de pequeñas empresas. 

(7)  Habida cuenta de que esta medida de excepción se traduce en una reducción de las obligaciones en materia de 
IVA de las pequeñas empresas, debe autorizarse a Rumanía a aplicar la medida durante un período limitado. Los 
sujetos pasivos deben poder seguir optando por el régimen normal del IVA. 

(8)  Dado que los artículos 281 a 294 de la Directiva 2006/112/CE, que regulan el régimen especial para las 
pequeñas empresas, están siendo objeto de revisión, es posible que una directiva que modifique estas 
disposiciones de la Directiva 2006/112/CE entre en vigor antes de que expire el período de validez de la 
excepción el 31 de diciembre de 2020. 

(9)  Sobre la base de la información proporcionada por Rumanía, el aumento del límite máximo tendrá una 
incidencia insignificante sobre el importe global de los ingresos tributarios recaudados en la fase de consumo 
final. 
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especial de excepción a lo dispuesto en el artículo 287 de la Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del impuesto sobre el valor 
añadido (DO L 92 de 30.3.2012, p. 26). 

(3) Decisión de Ejecución 2014/931/UE del Consejo, de 16 de diciembre de 2014, por la que se prorroga la aplicación de la Decisión de 
Ejecución 2012/181/UE por la que se autoriza a Rumanía a introducir una medida especial de excepción a lo dispuesto en el artículo 287 
de la Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido (DO L 365 de 19.12.2014, p. 145). 



(10)  La excepción no tiene ninguna repercusión en los recursos propios de la Unión procedentes del IVA, dado que 
Rumanía efectuará un cálculo de compensación de conformidad con el artículo 6 del Reglamento (CEE, Euratom) 
n.o 1553/89 del Consejo (1). 

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN: 

Artículo 1 

No obstante lo dispuesto en el artículo 287, punto 18, de la Directiva 2006/112/CE, se autoriza a Rumanía a eximir del 
pago del IVA a los sujetos pasivos cuyo volumen de negocios anual no sea superior al contravalor en moneda nacional 
de 88 500 EUR, al tipo de conversión vigente el día de su adhesión. 

Artículo 2 

La presente Decisión surtirá efecto el día de su notificación. 

La presente Decisión será aplicable del 1 de enero de 2018 hasta el 31 de diciembre de 2020, o hasta la entrada en 
vigor de una directiva que modifique las disposiciones de los artículos 281 a 294 de la Directiva 2006/112/CE, si esta 
fecha fuera anterior. 

Artículo 3 

El destinatario de la presente Decisión es Rumanía. 

Hecho en Luxemburgo, el 10 de octubre de 2017. 

Por el Consejo 

El Presidente 
T. TÕNISTE  
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DECISIÓN DE EJECUCIÓN (UE) 2017/1856 DEL CONSEJO 

de 10 de octubre de 2017 

por la que se autoriza a la República de Polonia a introducir una medida especial de excepción a lo 
dispuesto en el artículo 193 de la Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del impuesto 

sobre el valor añadido 

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Vista la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre 
el valor añadido (1), y en particular su artículo 395, 

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  El artículo 193 de la Directiva 2006/112/CE dispone que el sujeto pasivo que lleva a cabo las entregas de bienes 
o las prestaciones de servicios es, por regla general, el responsable del pago del impuesto sobre el valor añadido  
(IVA) a las autoridades tributarias. 

(2)  Mediante carta registrada en la Comisión el 7 de octubre de 2016, Polonia solicitó una excepción a lo dispuesto 
en el artículo 193 de la Directiva 2006/112/CE, a fin de aplicar el mecanismo de inversión del sujeto pasivo a las 
entregas de discos duros, como las unidades de estado sólido y las unidades de disco duro. 

(3)  De conformidad con el artículo 395, apartado 2, de la Directiva 2006/112/CE, la Comisión informó a los demás 
Estados miembros, mediante cartas de 12 y 13 de julio de 2017, de la solicitud presentada por Polonia. Mediante 
carta de 13 de julio de 2017, la Comisión notificó a Polonia que disponía de toda la información necesaria para 
examinar su solicitud. 

(4)  Las unidades de disco duro, las cuales no están cubiertas por el artículo 199 bis de la Directiva 2006/112/CE, se 
han convertido en otro producto básico de la categoría de productos electrónicos utilizados para el fraude del 
IVA en Polonia. Según Polonia, en el mercado de los discos duros ha surgido una práctica cada vez más habitual 
en el fraude del IVA a través del mecanismo del «operador desaparecido». La magnitud y el alcance de esta 
práctica tienen efectos directos muy negativos sobre los distribuidores que no participan en el fraude y conducen 
a una disminución de los ingresos procedentes del IVA. 

(5)  Polonia ha emprendido una serie de medidas para combatir y prevenir el fraude del IVA. No obstante, hasta que 
estas medidas surtan efecto, Polonia estima que es necesaria una ayuda adicional, en la forma de una medida 
temporal como es la introducción del mecanismo de inversión del sujeto pasivo. 

(6)  Procede, por lo tanto, autorizar a Polonia a aplicar el mecanismo de inversión del sujeto pasivo a las entregas de 
discos duros, como las unidades de estado sólido y las unidades de disco duro, a partir del 1 de enero de 2018. 
La excepción debe expirar el 31 de diciembre de 2020. 

(7)  Hasta que expire la derogación, se espera que las medidas adoptadas por Polonia eviten una mayor propagación 
del fraude del IVA en el sector de los discos duros y, por consiguiente, este país no tendrá que mantener la 
medida de excepción a lo dispuesto en el artículo 193 de la Directiva 2006/112/CE con respecto a estas entregas. 
Por lo tanto, Polonia no debe solicitar la prórroga de la medida de excepción. 

(8)  La excepción no tiene repercusiones en los recursos propios de la Unión procedentes del IVA. 

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN: 

Artículo 1 

No obstante lo dispuesto en el artículo 193 de la Directiva 2006/112/CE, se autoriza a Polonia a designar responsable 
del pago del IVA al destinatario de las entregas de discos duros, como las unidades de estado sólido y las unidades de 
disco duro. 

Artículo 2 

La presente Decisión surtirá efecto el día de su notificación. 

La presente Decisión será aplicable a partir del 1 de enero de 2018 y expirará el 31 de diciembre de 2020. 
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Artículo 3 

El destinatario de la presente Decisión es la República de Polonia. 

Hecho en Luxemburgo, el 10 de octubre de 2017. 

Por el Consejo 

El Presidente 
T. TÕNISTE  
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DECISIÓN DE EJECUCIÓN (UE) 2017/1857 DE LA COMISIÓN 

de 13 de octubre de 2017 

relativa al reconocimiento de las disposiciones jurídicas, de supervisión y de ejecución de los 
Estados Unidos de América aplicables a las operaciones de derivados supervisadas por la 
Commodity Futures Trading Commission como equivalentes a una serie de requisitos establecidos en 
el artículo 11 del Reglamento (UE) n.o 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo 
a los derivados extrabursátiles, las entidades de contrapartida central y los registros de operaciones 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

Visto el Reglamento (UE) n.o 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 2012, relativo a los 
derivados extrabursátiles, las entidades de contrapartida central y los registros de operaciones (1), y en particular su 
artículo 13, apartado 2, 

Considerando lo siguiente: 

(1)  El artículo 13 del Reglamento (UE) n.o 648/2012 prevé un mecanismo destinado a establecer soluciones que 
garanticen la coherencia entre los requisitos jurídicos establecidos por la Unión y los de terceros países en el 
ámbito regulado por dicho Reglamento. Entre tales soluciones, se habilita a la Comisión para que adopte 
decisiones en las que se declare que las disposiciones jurídicas, de supervisión y de ejecución de un tercer país 
son equivalentes a los requisitos establecidos en los artículos 4, 9, 10 y 11 del Reglamento (UE) n.o 648/2012, de 
modo que se considere que las contrapartes que suscriban una operación sometida al mencionado Reglamento 
han cumplido tales requisitos si cumplen los requisitos previstos en el régimen jurídico del tercer país 
considerado, siempre que al menos una de ellas esté establecida en dicho tercer país. Esta declaración de 
equivalencia permite evitar la aplicación de normas contradictorias o que constituyen repeticiones innecesarias y, 
por tanto, contribuye al logro del objetivo general del Reglamento (UE) n.o 648/2012, a saber, reducir el riesgo 
sistémico e incrementar la transparencia de los mercados de derivados, garantizando la aplicación coherente, 
a escala internacional, de los principios acordados con los socios internacionales de la Unión y plasmados en 
dicho Reglamento. 

(2)  Los apartados 1, 2 y 3 del artículo 11 del Reglamento (UE) n.o 648/2012, según se especifican en las normas 
técnicas adoptadas conforme al artículo 11, apartado 14, letras a) y b), y apartado 15, de dicho Reglamento, 
establecen los requisitos legales de la Unión respecto de la confirmación oportuna y la conciliación y compresión 
de carteras aplicables a los contratos de derivados extrabursátiles no compensados por una entidad de contra
partida central (ECC), las obligaciones de valoración y de resolución de litigios aplicables a esos contratos  
(«técnicas de reducción del riesgo operativo»), y las obligaciones relativas al intercambio de garantías reales  
(«márgenes») entre las contrapartes. 

(3)  A fin de que el régimen jurídico de un tercer país se considere equivalente al régimen jurídico de la Unión 
respecto de las técnicas de reducción del riesgo operativo y los requisitos en materia de márgenes, el resultado de 
las disposiciones jurídicas, de supervisión y de ejecución aplicables ha de ser, en sustancia, equivalente a los 
requisitos de la Unión por cuanto se refiere a los objetivos de regulación alcanzados. La presente evaluación de 
equivalencia persigue, pues, verificar que las disposiciones jurídicas, de supervisión y de ejecución de los Estados 
Unidos de América (EE. UU.) garantizan que los contratos de derivados extrabursátiles no compensados por una 
ECC y celebrados por al menos una contraparte establecida en ese tercer país no exponen a los mercados 
financieros de la Unión a un nivel de riesgo más elevado que aquel al que podrían estar expuestos en el caso de 
contratos de derivados de ese tipo celebrados por contrapartes establecidas en la Unión, y, por tanto, no 
representan niveles de riesgo sistémico inaceptables en la Unión. 

(4)  El 1 de septiembre de 2013, la Comisión recibió el dictamen técnico de la Autoridad Europea de Valores y 
Mercados (AEVM) sobre las disposiciones jurídicas, de supervisión y de ejecución de EE. UU. (2) respecto de, entre 
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otras cosas, las técnicas de reducción del riesgo operativo aplicables a los contratos de derivados extrabursátiles 
no compensados por una ECC. En su dictamen técnico, la AEVM concluía que los requisitos jurídicamente 
vinculantes sobre la confirmación oportuna y la conciliación y compresión de carteras en los EE. UU. eran 
equivalentes a los requisitos jurídicamente vinculantes aplicables en virtud del Reglamento (UE) n.o 648/2012. No 
obstante, consideraba que, en el momento de realizar su evaluación, el régimen de resolución de litigios de los 
EE. UU. no era equivalente al previsto en el artículo 11, apartado 1, del Reglamento (UE) n.o 648/2012. La AEVM 
señalaba también que la equivalencia entre los regímenes aplicables a los márgenes bilaterales no podía evaluarse 
en ese momento, puesto que las normas técnicas de especificación de las normas sobre los márgenes bilaterales 
en la Unión todavía no se habían elaborado. 

(5)  La Comisión ha tenido en cuenta en su evaluación el dictamen de la AEVM, así como la evolución de la 
normativa desde esa fecha. Sin embargo, la presente Decisión no se basa solo en un análisis comparativo de los 
requisitos jurídicos, de supervisión y ejecución aplicables en los EE. UU., sino también en una evaluación del 
resultado de esos requisitos y su adecuación para reducir los riesgos conexos a los mencionados contratos de 
forma tal que se considere equivalente al resultado de los requisitos establecidos en el Reglamento (UE) 
n.o 648/2012. 

(6)  Las disposiciones jurídicas, de supervisión y de ejecución aplicables en los EE. UU. respecto de los contratos de 
derivados extrabursátiles se establecen en el título VII de la Dodd Frank Wall Street Reform and Consumer Protection 
Act (en lo sucesivo, «la Ley Dodd-Frank») y en las normas de ejecución específicas adoptadas por la Commodity 
Futures Trading Commission (en lo sucesivo, «la Reglamentación CFTC»). La Ley Dodd-Frank, que entró en vigor en 
julio de 2010, establecía un nuevo marco normativo para una serie de derivados extrabursátiles definidos como 
swaps (permutas financieras) en el artículo 1a(47) de la Commodity Exchange Act (en lo sucesivo, «la CEA»), con 
objeto de reducir el riesgo sistémico, aumentar la transparencia y favorecer la integridad del mercado dentro del 
sistema financiero. La CFTC extiende sus competencias a las permutas financieras, y la mayor parte de las disposi
ciones operativas del título VII de la Ley Dodd-Frank comenzaron a aplicarse en 2011. 

(7)  Las técnicas de reducción del riesgo operativo en los contratos de derivados extrabursátiles no compensados por 
una ECC, según el nuevo artículo 4s(i) añadido a la CEA por el artículo 731 de la Ley Dodd-Frank, se aplican 
a los intermediarios en permutas (swap dealers) y los principales participantes en permutas (major swap 
participants), según lo definido en la CEA. Así pues, la presente Decisión debe referirse a las disposiciones 
jurídicas, de supervisión y de ejecución aplicables, respecto de las obligaciones relativas a la confirmación 
oportuna, la conciliación y compresión de carteras, la valoración y la resolución de litigios, y los requisitos en 
materia de márgenes, a los intermediarios en permutas y los principales participantes en permutas establecidos en 
los EE. UU. y autorizados y supervisados con arreglo a la Reglamentación CFTC. La presente Decisión no debe, 
sin embargo, referirse a las disposiciones jurídicas, de supervisión y ejecución de los EE. UU. aplicables a las 
personas registradas en la Securities and Exchange Commission como intermediarios en permutas basadas en valores 
o como participantes principales en permutas basadas en valores conforme a la Securities Exchange Act de 1934  
(USC, título 15, artículo 78a y siguientes). 

(8) La Reglamentación CFTC sobre técnicas de reducción del riesgo operativo de los contratos de derivados extrabur
sátiles no compensados por una ECC contiene obligaciones similares a las previstas en el artículo 11, apartados 1 
y 2, del Reglamento (UE) n.o 648/2012. En particular, la parte 23, subparte I, de la Reglamentación CFTC 
contiene requisitos detallados específicos sobre la confirmación oportuna, la conciliación y compresión de 
carteras, la valoración de operaciones y la resolución de litigios aplicables a los contratos de derivados extrabur
sátiles no compensados por una ECC. En todos los siguientes aspectos, los requisitos establecidos en la Reglamen
tación CFTC son equivalentes a los requisitos pertinentes del Reglamento (UE) n.o 648/2012: i) la frecuencia y los 
umbrales para la conciliación de carteras; ii) los plazos para la confirmación oportuna; iii) los requisitos para la 
compresión de carteras según el principio «cumplir o explicar»; iv) los requisitos para la valoración diaria de las 
operaciones no compensadas. Habida cuenta del limitado impacto que se desprende de la diferencia de alcance de 
los requisitos aplicables a los acuerdos sobre la resolución de litigios, estos requisitos deben considerarse también 
equivalentes a los requisitos del Reglamento (UE) n.o 648/2012 respecto de la resolución de litigios. 

(9)  Con arreglo a lo anterior, en lo referente a las permutas financieras incluidas en el ámbito competencial de la 
CFTC, a tenor del artículo 1a(47) de la CEA, las disposiciones jurídicas, de supervisión y ejecución de la CFTC 
aplicables a los intermediarios en permutas y los principales participantes en permutas deben considerarse 
equivalentes a los requisitos establecidos en el Reglamento (UE) n.o 648/2012 respecto de las obligaciones 
relativas a la confirmación oportuna, la conciliación y compresión de carteras, la valoración y la resolución de 
litigios aplicables a los contratos de derivados extrabursátiles no compensados por una ECC, según lo establecido 
en el artículo 11, apartados 1 y 2, del citado Reglamento. 
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(10)  En cuanto a los márgenes aplicables a los contratos de derivados extrabursátiles no compensados por una ECC, 
los requisitos jurídicamente vinculantes de la CFTC están contenidos en la norma Margin Requirements for 
Uncleared Swaps for Swap Dealers and Major Swap Participants, publicada en enero de 2016 («norma final en materia 
de márgenes») y la norma Margin Requirements for Uncleared Swaps for Swap Dealers and Major Swap Participants — 
Cross Border Application of the Margin Requirements (Requisitos en materia de márgenes aplicables en las permutas 
financieras no compensadas a los intermediarios en permutas y los principales participantes en permutas — 
Aplicación transfronteriza de los requisitos en materia de márgenes), publicada en enero de 2016 («norma en 
materia de márgenes transfronterizos»). 

(11)  Aunque la Reglamentación CFTC sobre las técnicas de reducción del riesgo operativo aplicable a los contratos de 
derivados extrabursátiles no compensados por una ECC se aplica a todos los intermediarios en permutas y los 
principales participantes en permutas, la Reglamentación CFTC sobre los márgenes aplicables a tales contratos 
solo se aplica a aquellos de dichos intermediarios y participantes que no estén sujetos a la supervisión de un 
regulador prudencial. La definición de «regulador prudencial» (prudential regulator) en la CEA comprende el Board 
of Governors of the Federal Reserve System, la Office of the Comptroller of the Currency, la Federal Deposit Insurance 
Corporation, la Farm Credit Administration y la Federal Housing Finance Agency. 

(12)  La Reglamentación CFTC aplicable a los márgenes respecto de los contratos de derivados extrabursátiles no 
compensados por una ECC exige solo el intercambio de un margen inicial con una «contraparte cubierta» (covered 
counterparty) según lo definido en el artículo 23.151 de esa Reglamentación. Por contraparte cubierta se entiende 
una contraparte que es un usuario final de carácter financiero que mantiene exposiciones significativas en 
permutas o una entidad que opere con permutas que celebra una operación de permuta con una entidad que 
opera con permutas cubiertas. De acuerdo con el artículo 23.150 de la Reglamentación CFTC, se considera que 
existe exposición significativa a permutas si el valor nocional diario medio de los derivados extrabursátiles no 
compensados es superior a 8 000 millones USD, siendo el umbral análogo previsto en el artículo 268 del 
Reglamento Delegado (UE) 2016/2251 de la Comisión (1), igual a 8 000 millones EUR. En la Unión, la exigencia 
de intercambio del margen de variación no prevé un umbral de significatividad y se aplica a todas las 
contrapartes sujetas al artículo 11, apartado 3, del Reglamento (UE) n.o 648/2012. Conforme a la Reglamentación 
CFTC, el importe de transferencia mínimo conjunto del margen inicial y de variación previsto en la norma sobre 
el margen final es igual a 500 000 USD, y el requisito conexo establecido en el artículo 25 del Reglamento 
Delegado (UE) 2016/2251 es igual a 500 000 EUR. Habida cuenta del limitado impacto que se desprende de la 
diferencia de monedas, estos importes deben considerarse equivalentes. 

(13)  Los requisitos de la norma final en materia de márgenes se aplican a las permutas financieras, lo que engloba casi 
todos los contratos definidos como derivados extrabursátiles en el Reglamento (UE) n.o 648/2012, a excepción de 
los contratos a plazo sobre divisas y las permutas de divisas, para los cuales dicha norma no fija ningún requisito. 
Además, la Reglamentación CFTC no contiene ningún tratamiento específico para los productos estructurados, 
incluidos los bonos garantizados y las titulizaciones. En la Unión, las permutas de divisas y los contratos a plazo 
sobre divisas están exentos de los requisitos de margen inicial, y los derivados conexos a bonos garantizados con 
fines de cobertura pueden también estar exentos de los requisitos de margen inicial. En consecuencia, la presente 
Decisión debe aplicarse solo a los derivados extrabursátiles que estén sujetos a márgenes con arreglo a la 
legislación de la Unión y a la Reglamentación CFTC. 

(14)  Los requisitos de la Reglamentación CFTC respecto del cálculo del margen inicial son equivalentes a los 
establecidos en el Reglamento (UE) n.o 648/2012. Al igual que el anexo IV del Reglamento Delegado (UE) 
2016/2251, la Reglamentación CFTC permite el uso de un modelo normalizado. Como alternativa, para el 
cálculo pueden utilizarse modelos internos o de terceros, siempre que estos modelos prevean determinados 
parámetros específicos, tales como intervalos de confianza mínimos y períodos de riesgo del margen, así como 
una serie de datos históricos, incluidos períodos de tensión. Dichos modelos deben ser aprobados por la CFTC 
o una asociación de futuros registrada. 

(15)  Los requisitos de la Reglamentación CFTC sobre las garantías reales admisibles y la forma de mantenimiento y 
segregación de esas garantías son equivalentes a los establecidos en el artículo 4 del Reglamento (UE) 2016/2251. 
La Reglamentación CFTC contiene una lista equivalente de garantías reales admisibles, y la norma final en materia 
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(1) Reglamento Delegado (UE) 2016/2251 de la Comisión, de 4 de octubre de 2016, por el que se completa el Reglamento (UE) 
n.o 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a los derivados extrabursátiles, las entidades de contrapartida central y los 
registros de operaciones, en lo que atañe a las normas técnicas de regulación sobre las técnicas de reducción del riesgo aplicables a los 
contratos de derivados extrabursátiles no compensados por una entidad de contrapartida central (DO L 340 de 15.12.2016, p. 9). 



de márgenes establece, en su preámbulo, que los intermediarios en permutas y los principales participantes en 
permutas que no estén sujetos a un regulador prudencial deben tener en cuenta la concentración de garantías 
reales. Así pues, los requisitos de la CFTC respecto de los márgenes aplicables a los contratos de derivados 
extrabursátiles no compensados por una ECC deben considerarse equivalentes a los previstos en el artículo 11, 
apartado 3, del Reglamento (UE) n.o 648/2012. 

(16)  En cuanto al nivel equivalente de protección del secreto profesional en los EE. UU., la información en poder de la 
CFTC y otros organismos reguladores federales está sujeta a la Privacy Act y la Freedom of Information Act o FOIA. 
En muchos casos, en virtud de la FOIA, los individuos o las organizaciones tienen que dar una serie de pasos 
para garantizar el tratamiento confidencial de la información facilitada. Por tanto, la Privacy Act y la FOIA ofrecen 
garantías de secreto profesional, incluida la protección de los secretos comerciales comunicados por las 
autoridades a terceros, equivalentes a las establecidas en el título VIII del Reglamento (UE) n.o 648/2012. Debe 
considerarse que los EE. UU. ofrecen un nivel de protección del secreto profesional equivalente al garantizado por 
el Reglamento (UE) n.o 648/2012. 

(17)  Por último, en lo que atañe a la supervisión y ejecución efectivas de las disposiciones jurídicas en los EE. UU., la 
CFTC dispone de extensos poderes de vigilancia e investigación para evaluar el cumplimiento de las obligaciones 
relativas a la confirmación oportuna, la conciliación y compresión de carteras, la valoración y la resolución de 
litigios aplicables a los contratos de derivados extrabursátiles no compensados por una ECC. La CFTC puede 
adoptar toda una serie de medidas de supervisión para poner fin a cualquier contravención de los requisitos 
aplicables. Por otra parte, el marco jurídico de los EE. UU. prevé sanciones civiles, tales como órdenes 
o mandatos de alejamiento temporales o permanentes, y multas, así como sanciones penales, por contravención 
de los requisitos aplicables. Así pues, debe considerarse que estas medidas de supervisión aseguran la aplicación 
efectiva de las disposiciones jurídicas, reglamentarias y de ejecución con arreglo a la Ley Dodd-Frank, la CEA y la 
Reglamentación CFTC de forma equitativa y no distorsionada, de modo que se garantice la efectividad de la 
supervisión y ejecución. 

(18)  La Comisión, en colaboración con la AEVM, debe seguir realizando un seguimiento regular de la evolución y la 
aplicación efectiva de las disposiciones jurídicas, de supervisión y ejecución aplicables en EE. UU. a los contratos 
de derivados extrabursátiles respecto de los requisitos en materia de confirmación oportuna, conciliación y 
compresión de carteras, valoración, resolución de litigios y márgenes aplicables a los contratos de derivados 
extrabursátiles no compensados por una ECC, sobre la base de los cuales se adopta la presente Decisión. Ello 
debe entenderse sin perjuicio de la posibilidad de que la Comisión emprenda en cualquier momento un reexamen 
específico, si hechos pertinentes obligan a la Comisión a reevaluar la equivalencia reconocida en la presente 
Decisión. Esta reevaluación podría dar lugar a la derogación de la presente Decisión. 

(19)  Las medidas previstas en la presente Decisión se ajustan al dictamen del Comité Europeo de Valores. 

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN: 

Artículo 1 

A efectos de lo dispuesto en el artículo 13, apartado 3, del Reglamento (UE) n.o 648/2012, las disposiciones jurídicas, de 
supervisión y de ejecución de los Estados Unidos de América (EE. UU.) respecto de las técnicas de reducción del riesgo 
operativo que se aplican a las operaciones reguladas como «permutas financieras» por la Futures Trading Commission  
(CFTC) de acuerdo con el artículo 721(a)(21) de la Ley Dodd-Frank y que no son compensadas por una ECC se 
considerarán equivalentes a los requisitos establecidos en el artículo 11, apartados 1 y 2, del Reglamento (UE) 
n.o 648/2012, siempre que al menos una de las contrapartes de la operación esté establecida en los EE. UU. y registrada 
en la CFTC como intermediario en permutas o participante principal en permutas. 

Artículo 2 

A efectos de lo dispuesto en el artículo 13, apartado 3, del Reglamento (UE) n.o 648/2012, las disposiciones jurídicas, de 
supervisión y de ejecución de los EE. UU. respecto del intercambio de garantías reales que se aplican a las operaciones 
reguladas como «permutas financieras» por la CFTC de acuerdo con el artículo 721(a)(21) de la Ley Dodd-Frank y que 
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no son compensadas por una ECC se considerarán equivalentes a los requisitos establecidos en el artículo 11, 
apartado 3, del Reglamento (UE) n.o 648/2012, siempre que al menos una de las contrapartes de la operación esté 
establecida en los EE. UU. y registrada en la CFTC como intermediario en permutas o participante principal en 
permutas, y que esa contraparte esté sujeta a la norma Margin Requirements for Uncleared Swaps for Swap Dealers and Major 
Swap Participants y la norma Margin Requirements for Uncleared Swaps for Swap Dealers and Major Swap Participants — Cross 
Border Application of the Margin Requirements. 

Artículo 3 

El presente Reglamento entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

Hecho en Bruselas, el 13 de octubre de 2017. 

Por la Comisión 

El Presidente 
Jean-Claude JUNCKER  
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